9


CONSEJO PERMANENTE DE LA
OEA/Ser.G


ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
CP/CSH-850/07




30 marzo 2007


COMISIÓN DE SEGURIDAD HEMISFÉRICA
Original: español
Reunión para examinar los avances en la implementación

de la Declaración sobre Seguridad en las Américas

20 de marzo de 2007

Washington, D.C.

APORTES DE LA DELEGACIÓN DE COLOMBIA CON MOTIVO DE LA REUNIÓN DE LA COMISIÓN DE SEGURIDAD HEMISFÉRICA PARA EXAMINAR LOS AVANCES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LA DECLARACIÓN SOBRE SEGURIDAD EN LAS AMÉRICAS

Marzo 20 de 2007

http://scm.oas.org/pdfs/2007/CP18012S.PDF
APORTES DE LA DELEGACIÓN DE COLOMBIA CON MOTIVO DE LA REUNIÓN DE LA COMISIÓN DE SEGURIDAD HEMISFÉRICA PARA EXAMINAR LOS AVANCES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LA DECLARACIÓN SOBRE SEGURIDAD EN LAS AMÉRICAS

Marzo 20 de 2007
Colombia ha venido trabajando arduamente para cumplir con los compromisos adquiridos en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, adoptada en México hace algo más de 3 años. 

El concepto de seguridad multidimensional adoptado por la región es amplio e “…incorpora las prioridades de cada Estado, contribuye a la consolidación de la paz, al desarrollo integral y a la justicia social, y se basa en valores democráticos, el respeto, la promoción y defensa de los derechos humanos, la solidaridad, la cooperación y el respeto a la soberanía nacional”.
Sobre esta base, hemos desarrollado una amplia legislación y hemos conseguido la consolidación de procesos interinstitucionales que fomentan la coordinación, cooperación, colaboración y consenso entre las entidades del Estado tanto para  responder a los retos internos y externos, como para generar políticas integrales y estratégicas frente a las nuevas amenazas. 

Una de las tareas mas importantes llevadas a cabo por el Estado colombiano en cumplimiento de la Declaración, ha sido la de diseñar y definir políticas con la participación todos los sectores y representantes de la sociedad civil interesados, para abordar los problemas y sus posibles soluciones de una manera efectiva.
El reto de la paz y la seguridad en Colombia ha sido enorme. El Presidente Uribe, ha insistido en que para lograr un verdadero crecimiento económico y social, reducir la pobreza, alcanzar el bienestar de todos los colombianos y fortalecer la democracia, se requiere seguridad y confianza; confianza en las instituciones, confianza en la economía y confianza en el Estado. 

Por ello, la política de seguridad democrática, entendida como una política integral que trasciende la necesaria participación militar o policial, ha tenido como fin primordial asegurarle a todos los habitantes de Colombia las condiciones para que puedan ejercer sus libertades y derechos democráticos de manera cierta y tranquila.

Esto significa garantizar que trabajadores, campesinos, empresarios, amas de casa, periodistas, estudiantes, todos los colombianos, tengan la protección necesaria para vivir conforme a los beneficios que sólo pueden lograrse con la presencia del Estado Social de Derecho consagrado en nuestra Constitución y en nuestras leyes.

Queremos compartir algunos avances en la lucha contra las principales amenazas que enfrenta nuestro país, no sin antes agradecer la ayuda de los países y organizaciones internacionales cooperantes y donantes que han aportado a programas y proyectos que hoy se desarrollan en Colombia y que contribuyen a contrarrestar los efectos perversos de flagelos como el terrorismo, el problema mundial de las drogas, el tráfico ilícito de armas, las minas antipersonal, la corrupción, la pobreza, entre otros.

Queremos, a su vez, insistir en que el principio de responsabilidad compartida debe mantenerse sólido y vigente para luchar eficazmente contra muchos de estos flagelos que hoy padece nuestro país. 

· Lucha contra el tráfico ilícito de armas  de fuego, municiones y explosivos

En cumplimiento de los compromisos internacionales adquiridos por Colombia en la CIFTA y el Programa de Acción, estamos llevando a cabo varios procesos de enorme trascendencia en el control de las armas pequeñas y ligeras. 

Por un lado, la desmovilización de las autodefensas, la cual suma hasta el momento más de unos 30.000 hombres, ha representado la entrega de más de 13 mil granadas, 2 millones de municiones y 18 mil armas largas, cortas y de acompañamiento. 

Con la ayuda del Departamento de Seguridad Pública de la OEA y de otros países donantes, iniciaremos próximamente un programa de destrucción de estas armas. Ello sin duda, representa un paso enorme hacia la consolidación de la paz.

Por otra parte, el pasado el  27 de diciembre de 2006 se  expidió  la Ley  1119 de 2006 mediante la cual se busca actualizar los registros y permisos vencidos para el control, porte y tenencia de las armas de fuego. Esta Ley contempla varias opciones para los que tienen armas con permiso vencido o poseen un arma de manera ilegal. Entre ellas se encuentran multas, compensación monetaria por el arma entregada, tramite de revalidación, etc.

La sociedad civil colombiana no sólo esta impulsando y apoyando las campañas de desarme ciudadano sino que ha conformado un Observatorio de Armas que tiene como objetivo recoger y analizar información sobre el tema, para que exista un mayor conocimiento de la situación de las armas de fuego y municiones en Colombia y así mayores elementos de análisis en el momento de diseñar y orientar políticas públicas.

Asimismo,  el Decreto 4508 del 19 de diciembre de 2006 conformó el Comité de Coordinación Nacional para la Prevención, Combate y Erradicación  del Tráfico Ilícito de Armas Pequeñas y Ligeras, en el cual participan los Ministerios del Interior y de Justicia, de Relaciones Exteriores, de Defensa Nacional, de Comercio, Industria y Turismo, el Departamento Administrativo de Seguridad y la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. El reto ahora será lograr que este Comité sea lo más operativo y eficaz posible.

Colombia ha participado y continuará participando activamente en las diferentes instancias sub-regionales, regionales y globales relacionadas con la temática de la producción y tráfico ilícito de armas pequeñas y ligeras. Tenemos el convencimiento de que la lucha contra este crimen requiere la cooperación y colaboración de toda la comunidad internacional.  Alentamos a hacer mayores esfuerzos.

· Lucha contra el terrorismo

En materia de lucha contra el terrorismo, Colombia rechaza  de manera frontal el terrorismo pues considera que no tiene justificación bajo ninguna circunstancia y apoya las iniciativas de cooperación hemisférica y mundial para la prevención, el combate y la eliminación del terrorismo.  

La estrategia interna desarrollada para contrarrestar el terrorismo incluye la adecuación de la legislación interna, mecanismos que permitan la coordinación interinstitucional, el fortalecimiento de la capacidad de  recolección de inteligencia, tanto para prevenir actos terroristas como para desarticular redes terroristas y estructuras de apoyo, creación de fuerzas de reacción rápida y una activa cooperación de la ciudadanía. 

Contamos con la ley 1121 del 29 de diciembre de 2006,  “por la cual se dictan normas para la prevención, detección, investigación y sanción de la financiación del terrorismo y otras disposiciones” se incorporó la tipificación del financiamiento del terrorismo en el ordenamiento jurídico colombiano.

Para dar cumplimiento a los compromisos adquiridos con la comunidad internacional para prevenir y reprimir el terrorismo, Colombia ha ratificado 9 de los 13 Convenios internacionales que en materia de terrorismo se han adoptado en el marco de las Naciones Unidas. 

En lo que se refiere la Convención Interamericana contra el Terrorismo, mediante la Ley 2108 de diciembre de 2006 fue aprobada por el Congreso Nacional y actualmente se encuentra en revisión de constitucionalidad. Colombia espera hacer el depósito del Instrumento de Ratificación en el marco de la 37ª Asamblea General de la OEA a celebrarse en Panamá durante el mes de Junio de 2007.

Colombia ha adoptado las medidas necesarias para atacar el terrorismo y sus vínculos con otras manifestaciones de la delincuencia organizada transnacional que lo financian y lo facilitan, tales como el tráfico ilícito de armas, el tráfico de drogas ilícitas, el secuestro, el tráfico de migrantes, la piratería, etc. Queremos insistir en la necesidad de reconocer la existencia de estos nexos para enfrentar estos fenómenos delincuenciales en toda su extensión.  

Colombia ha celebrado una vasta red de tratados bilaterales sobre asistencia judicial mutua en materia penal, así como convenios sobre temas puntuales relacionados, como la cooperación policial.  El 13 de enero de 2003 se depositó el instrumento de ratificación de la Convención Interamericana sobre Asistencia Judicial en Materia Penal y su Protocolo Complementario.

· Lucha contra el problema mundial de las drogas y sus delitos relacionados. 

Manteniendo presente el principio de responsabilidad compartida, Colombia cuenta en la actualidad con un amplio marco jurídico interno para combatir el problema mundial de las drogas y los delitos relacionados, el cual está en concordancia con los compromisos internacionales. 

La legislación colombiana tipifica delitos relacionados al tráfico ilícito de drogas como el lavado de activos, la omisión de control, el enriquecimiento ilícito, el testaferrato, entre otros. Así mismo, la ley colombiana contempla el comiso definitivo y la extinción de dominio. 

Otra herramienta jurídica importante para el combate a este delito ha sido la extradición. En el 2005, Colombia recibió 165 pedidos de extradición de Estados extranjeros, de los cuales el Estado colombiano aprobó 122 solicitudes.

El comportamiento de las incautaciones de clorhidrato de cocaína muestra un incremento sostenido. En efecto, en 1990 las autoridades incautaron alrededor de 44,9 toneladas, en el 2000 decomisaron 87 toneladas y en el 2005 se incautaron 168 toneladas. En total, el balance de incautación de los últimos 16 años (1990 – 2005) asciende a 1.087,9 toneladas.

La destrucción de los laboratorios para el procesamiento de cocaína, heroína y producción de sustancias químicas es otro de los resultados contundentes de la política antidrogas. Durante los últimos ocho años, las autoridades colombianas destruyeron 6.702 laboratorios de pasta y base de cocaína, 2.705 cristalizaderos (donde se produce la cocaína), 71 de permanganato de potasio y 59 de heroína.

A pesar de que Colombia no es productor importante de sustancias químicas, continúa siendo el país del mundo donde mayores volúmenes son incautados. En este sentido, Colombia reporta en los últimos 16 años (1990 – 2005) la incautación de sustancias químicas controladas líquidas y sólidas de alrededor de 24,1 millones de galones y 17,8 millones de kilogramos, respectivamente. Así mismo, de sustancias químicas no controladas, es decir sustitutas para la producción de cocaína y heroína, aproximadamente 872 mil galones y de 6,8 millones de kilos incautados.

La justicia colombiana ha condenado en los últimos años a más de 8 mil personas por tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, conservación de plantaciones ilícitas y destinación ilícita de bienes.  

· Lucha contra las Minas Antipersonal

Colombia vive una enorme tragedia humanitaria ocasionada por las minas antipersonales. Sólo en el año 2006, más de 2.500 compatriotas fueron víctimas de su efecto indiscriminado. 

Mi país le otorga la mayor prioridad al cumplimiento de la Convención de Ottawa. Este es un instrumento de Derecho Internacional Humanitario y por lo tanto genera obligaciones para los actores no estatales. Consideramos que es necesario atender debidamente este tema para que la Convención tenga aplicación universal. 

En esta materia la cooperación internacional es fundamental. Agradecemos la colaboración de la OEA y los aportes de los países donantes, que hacen posible que en Colombia, el Programa contra minas de la Organización, siga adelantando acciones de desminado humanitario, de destrucción de minas almacenadas, de apoyo a las áreas de educación preventiva y sensibilización, de rehabilitación de víctimas de minas y la instalación de un banco de datos.
· Lucha contra la delincuencia organizada transnacional

La Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y su Protocolo adicional contra la Trata de Personas especialmente mujeres y niños, entró en vigor para Colombia el 4 de Octubre de 2004.  

La legislación penal colombiana cuenta con un extenso catálogo de tipos penales que establecen sanciones acordes con la gravedad de las conductas previstas en la Convención y con la jerarquía de los bienes jurídicos tutelados, a través de la imposición de penas cuyo mínimo es o excede los 4 años de prisión. 

Adicionalmente, se prevén circunstancias genéricas de mayor punibilidad y  la concurrencia de agravantes específicas frente a ciertas conductas punibles. En lo que se refiere a la penalización de la participación en un grupo delictivo organizado, esta se encuentra tipificada bajo la denominación jurídica de concierto para delinquir.

En el marco de Naciones Unidas, hemos impulsado iniciativas para fortalecer la cooperación internacional y la asistencia técnica en materia de lucha contra el secuestro. En este sentido, el Director Ejecutivo de la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga, conjuntamente con el Fiscal General de la Nación, lanzaron el Manual Operativo de Lucha contra el Secuestro que fue preparado bajo el liderazgo y el impulso de Colombia y espera ser la base de la asistencia técnica prestada por dicha Oficina.

De otra parte, hemos adelantado negociaciones y suscrito Planes Bilaterales de Acción con el fin de implementar las recomendaciones generadas por la Convención de Palermo así como del Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional. 

Al respecto, se firmó un Plan de Acción con Paraguay en 2005 y en el momento se adelanta la etapa final del Plan de Acción con Chile y se han adelantado contactos con Canadá,  México, Trinidad y Tobago y Guatemala, países que han manifestado su interés por los Planes de Acción Bilaterales como una herramienta eficaz en la lucha contra la Delincuencia Organizada Transnacional.

En lo que se refiere al marco jurídico vigente para la cooperación internacional, la Ley 906 de 2004 por medio del cual se expidió el Código de Procedimiento Penal, prevé de manera amplia mecanismos de cooperación internacional. 

En los artículos 484 y siguientes, se contempla  la posibilidad de recaudar pruebas e información o cualquier otro tipo de asistencia judicial con autoridades extranjeras  o por los conductos legalmente previstos.  Estas disposiciones consagran la posibilidad de desplazar funcionarios judiciales para la práctica de diligencias, acopio de pruebas y todas aquellas actividades encaminadas a la persecución del delito.

· Lucha contra la corrupción

En materia de lucha contra la corrupción, Colombia es parte de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, así como de la Convención Interamericana contra la Corrupción. A nivel subregional ha fomentado la negociación del Plan Andino de Lucha contra la Corrupción.

La Ley 599 del año 2000 (Código Penal), tipifica como delitos punibles las conductas contempladas en dichas Convenciones.

El Gobierno del Presidente Uribe ha tenido como prioridad la transparencia en la Administración. Uno de los 4 objetivos del Plan Nacional de Desarrollo es la modernización del Estado dentro del cual la transparencia es uno de los instrumentos centrales.

Dentro de la política desarrollada por el Gobierno de Colombia quisiera destacar:

•
El fortalecimiento del control interno en las entidades públicas;

•
La obligación de la rendición pública de cuentas;

•
El control a las hojas de vida de los funcionarios;

•
La declaración de bienes y rentas de los funcionarios públicos;

•
La implementación del portal de contratación para consulta pública;

•
La suscripción de pactos de transparencia con mecanismos de seguimiento y control ciudadano;

•
El trabajo conjunto en las investigaciones;

•
El desarrollo de la cultura de la legalidad;

Una innovación especial ha sido la realización de Consejos comunitarios en todas las regiones del país de cara a la comunidad, con participación de la comunidad en los cuales se analiza la gestión gubernamental y se concertan acciones estatales con la comunidad.

Cada año, el Consejo de Ministros hace una rendición pública de cuentas con participación directa de la ciudadanía.

En síntesis, esta es una prioridad del Gobierno y una acción integral de prevención, control, buenas prácticas, investigación, participación ciudadana y relación directa con la comunidad.

· La trata de personas

En el marco de las Naciones Unidas Colombia es Estado Parte del Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, aprobada por Colombia a través de la Ley 800 de marzo 2003.

Colombia se ha constituido en un líder a nivel regional y multilateral en la lucha contra la trata de personas. Los esfuerzos del país se han dirigido a lograr un compromiso real y de cooperación por parte de los Estados para lograr un avance en la lucha contra este delito que normalmente es cometido por grupos delictivos organizados. 

Con la expedición de Ley 985 de 2005, Colombia cuenta con una de las legislaciones más avanzadas en la materia, donde se adoptan medidas contra la trata de personas y normas para la atención y protección de las víctimas. 

A nivel regional, Colombia ha promovido la inclusión del tema en la agenda de la OEA y su tratamiento integral por parte de la Organización, en este contexto, Colombia impulsó la inclusión de este tema en la agenda de las Reuniones de los Ministros de Justicia y Procuradores Generales de las Américas (REMJA). 

Estamos trabajando junto con la Dirección de Seguridad Pública de la Subsecretaría de Seguridad Multidimensional de la OEA, con el fin de llevar a cabo un Taller Regional sobre Legislación Nacional en Materia de Trata de Personas que estaremos realizando en el segundo semestre del presente año.

En este momento el país se encuentra finalizando la elaboración de la Estrategia Nacional del Lucha contra la Trata de Personas, documento mediante el cual se espera mejorar la capacitación de los funcionarios del Estado e impulsar acciones, especialmente en el tema de la asistencia y la protección a las víctimas. 

· Lucha contra los ataques a la seguridad cibernética 

Colombia está comprometida en la aplicación de los mandatos contenidos en la Estrategia Interamericana Integral para Combatir las Amenazas a la Seguridad Cibernética aprobada por la Asamblea General de la OEA mediante la Resolución AG/RES 2004 (XXXIV-O-04).

En el ámbito normativo, aunque Colombia carece de normas específicas que tipifiquen los delitos informáticos, las conductas investigadas se homologan con delitos tipificados en el Código Penal, tales como el acceso Abusivo a un Sistema Informático; el hurto Calificado; la Violación a los mecanismos de protección de los derechos patrimoniales de autor y otras defraudaciones; y la pornografía. 

Actualmente se está preparando un proyecto de ley mediante el cual se incorporaría un capítulo único sobre Delitos contra la Seguridad Informática y telemática al Código Penal. Este proyecto tipifica el espionaje informático, el sabotaje informático, la introducción de virus informático y la divulgación indebida de datos, entre otras conductas. 

· Lucha contra la pobreza

Frente al grave deterioro de los indicadores sociales más importantes, producto de la crisis económica de finales de los noventa y de la agudización de la violencia, en 2002 el Gobierno se propuso como una de sus principales prioridades adelantar una activa política de reactivación social, a través de siete herramientas de equidad: i) revolución educativa, ii) ampliación de la protección social la seguridad social, iii) impulso a la economía solidaria, iv) manejo social del campo, v) manejo social de los servicios públicos, vi) país de propietarios y vii) calidad de vida urbana.

Hemos tenido resultados positivos aunque aun falta mucho por hacer. Entre 2002 y 2005 la línea de pobreza se redujo 7,8 puntos porcentuales al pasar de 57% a 49,2%, y la de indigencia disminuyó 6 puntos al pasar de 20,7% a 14,7%. Esto significó que en el periodo de Gobierno salieran de la pobreza 2,3 millones de personas y de la indigencia 2,2 millones.

En materia de asignación de recursos, se apropiaron $81,6 billones para la ejecución de la política social, lo que representa 72,2% de la inversión total realizada durante el cuatrienio. De estos recursos, $26,2 billones corresponden a inversión del Presupuesto General de la Nación (PGN), $2,6 billones a partidas asignadas a través del sector descentralizado y $52,8 billones al Sistema General de Participaciones (SGP).

La composición de este gasto evidencia el énfasis dado a la ampliación de coberturas y al mejoramiento del acceso a los servicios sociales para los más pobres, principalmente en educación (43,9%), protección y asistencia social (41,5%), servicios públicos (8,2%).

En Colombia, además de atacar los factores generadores de pobreza que se presentan en la mayoría de países en vías de desarrollo, hemos tenido que luchar, como se mencionó anteriormente, contra flagelos como narcotráfico y el terrorismo, que han obligado al desvío de inmensas cantidades de recursos, que de otra forma, se hubieran podido destinar al desarrollo y reducción de la pobreza.

A causa de los violentos muchos colombianos se han visto afectados. El terrorismo ha acabado con la vida, la integridad personal, la libertad y los bienes de muchos compatriotas. 

Para responder a esta problemática, el Gobierno Nacional a través de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, desarrolla, entre otros, los siguientes programas:

El programa de Asistencia Humanitaria que consiste en prestar ayuda indispensable a las Víctimas de la Violencia de tal forma que puedan restituir los derechos menoscabados, destinando importantes recursos económicos para atender a las víctimas o a sus familiares y contribuir así a la satisfacción de sus necesidades para que puedan vivir dignamente.

El Programa Familias Guardabosques -PFGB- es una iniciativa de desarrollo alternativo que nació en 2003 como parte de la estrategia del Gobierno Nacional contra las drogas ilícitas. Involucra comunidades campesinas, indígenas y afro descendientes localizadas en ecosistemas ambientalmente estratégicos, incluyendo zonas amortiguadoras, que estén afectadas por los cultivos ilícitos. 

Respetando la legalidad y convirtiéndose en protectores de bosques y productores agroforestales o prestadores de servicios ecoturísticos, más de 45.000 familias guardabosques han transformado la realidad económica de muchos municipios.

Programa de Apoyo Integral a la Población Desplazada 
Mediante este Programa, la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, en coordinación con las entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia, ofrece atención integral y soluciones duraderas a la población desplazada, con un enfoque humanitario basado en la dignidad y la restitución de los derechos de los hogares desplazados y buscando la integración social y económica de los hogares desplazados en los lugares de origen, o en los lugares de reubicación. 

Familias en Acción 
Es una iniciativa del Gobierno Nacional para entregar subsidios de nutrición a los niños menores de siete años y un subsidio escolar a los niños entre 7 y 18 años que pertenezcan a las familias del nivel 1 del SISBEN. 

Este subsidio consiste en otorgar a las familias un apoyo monetario directo a cambio del cumplimiento de compromisos por parte de la familia.  La entrega del subsidio se hará a través de las madres quienes, por lo general, tienden a distribuir los ingresos de la casa hacia el consumo de alimentos, educación y salud. 

El programa asegura un subsidio nutricional por 12 meses y un subsidio escolar por 10 meses, los cuales se pagarán cada dos meses.

Programas de Infraestructura.
Los Programas de Infraestructura buscan que las poblaciones afectadas por el ciclo de violencia y pobreza que atraviesa la nación puedan tener un mayor acceso a los servicios de infraestructura básica y social comunitaria. 

Esto se logra mediante el reemplazo, rehabilitación y/o construcción de proyectos de infraestructura física, en zonas deprimidas, con alto índice de pobreza, presencia de cultivos ilícitos y de grupos armados irregulares, en zonas de frontera y otras estrategias implementadas por el gobierno nacional; con el fin de mejorar las condiciones socioeconómicas de la población colombiana.

Comentarios finales.

A manera de conclusión, Colombia está cumpliendo con los compromisos emanados de la Declaración sobre Seguridad en las Américas. No obstante, debemos hacer más , no sólo a nivel de país, sino a nivel bilateral, sub-regional, regional y global para lograr detener las amenazas nuevas y tradicionales que atentan contra la paz y la seguridad en nuestro hemisferio. Para ello, la cooperación y colaboración internacionales han sido y continuarán siendo fundamentales.

En relación con la adopción de una metodología para hacer seguimiento a los avances en la implementación de la Declaración, Colombia quiere resaltar que muchas de las áreas contempladas en la Declaración son ya objeto de análisis y de presentación de informes en los Foros especializados respectivos. En ese sentido, parecería aconsejable no duplicar esfuerzos ni recargar de trabajo a las ya ocupadas dependencias de la Secretaría General y a las Entidades de nuestros países con la preparación y presentación de nuevos informes.
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